JURISPRUDENCIA 

Impuesto al valor agregado. Crédito fiscal. Reintegro por exportaciones. Medios de prueba. Pericia. Cargill S.A.C.I. c/A.F.I.P.-D.G.I., C.N.C.A., Sala IV, 7/4/01.

En Buenos Aires, a los 7 días del mes de abril de 2011, reunidos en acuerdo los Sres. jueces de la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, a los efectos de conocer del recurso interpuesto por la parte demandada, en los Autos caratulados: “Cargill S.A.C.I. c/EN A.F.I.P. Res. 187/00 (GC) s/Dirección General Impositiva” contra la sentencia de fs. 278/280, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

El Dr. Luís María Márquez dijo:

I. Que, por sentencia de fs. 278/280 el Sr. juez de la anterior instancia resolvió hacer lugar a la demanda formulada por el actor, y en consecuencia dispuso que la parte demandada debía abonar a la Empresa Cargill S.A.C.I. la suma resultante del reintegro del Impuesto al Valor Agregado (I.V.A.), facturado en las operaciones de exportación vinculadas con los contribuyentes: Eduardo Casabal; Juan Angel Graziano; Hugo Cattáneo; Hernán Griotti; Cosechar en Argentina S.A.; y Agropiro S.A., con más los intereses previstos hasta su efectivo pago.

Impuso las costas a la demanda vencida.

Para resolver de esa forma, señaló que de la prueba aportada por la parte actora, resultaba que efectivamente retuvo el I.V.A. con respecto de las operaciones cuestionadas en Autos, que se refieren a la realizadas con los contribuyentes Eduardo Casabal; Juan Angel Graziano; Hugo Cattáneo; Hernán Griotti; Cosechar en Argentina S.A.; y Agropiro S.A., en la medida en que las operaciones se encuentran documentadas.

Seguido de ello manifestó que la parte actora había aportado los elementos de prueba necesarios para resultar beneficiaria del reintegro del Impuesto al Valor Agregado (I.V.A. facturado) con relación a los distintos proveedores vinculados con la operación de exportación efectuada y agregó la documentación corroborante de la realidad de las operaciones realizadas y que generaron el crédito del referido impuesto.

Por tales motivos, en función de las pruebas aportadas por la actora y el informe del perito, consideró que debía revocarse la decisión de la autoridad administrativa en virtud de que no había tenido en cuenta de manera real y adecuada toda la documentación y la prueba que había aportado la parte actora, que demostraba que ella guardaba vinculación directa con la exportación que generaba el beneficio fiscal aplicable en la especie, además, consideró indebida la aplicación de una normativa que había sido dictada con posterioridad a las operaciones involucradas en la presente causa.

Por todo ello, concluyó que la empresa accionarte había realizado los pagos impugnados por la administración y que dichos pagos habían correspondido a operaciones vinculadas con las operaciones de exportaciones realizadas.

Corno así también afirmó que las probanzas acompañadas habían logrado desvirtuar las razones que sirvieron de fundamento para denegar su pretensión.

II. Que, a f. 282 la apoderada de la parte demandada interpuso recurso de apelación contra dicha sentencia, el que fue libremente concedido a f. 283. Puestos los Autos en la oficina, expresó agravios a fs. 295/306.

A fs. 309/318 la parte actora contestó los agravios de su contraria.

III. Que, en primer término el apelante señala la presunción de legitimidad de la gozan los actos administrativos, así como la relevancia de la cuestión atinente a la carga de la prueba, y en consecuencia, sosteniendo que si se aplican tales conceptos en el caso de autos, bajo ningún concepto puede afirmarse que la parte actora ha desvirtuado la presunción de legitimidad del acto administrativo demostrando la real existencia de las operaciones cuestionadas.

Como segunda cuestión, plantea que el a-quo se equivoca al afirmar que la autoridad administrativa no habría considerado de manera real y adecuada toda la documentación, ello, en virtud de que lo que dicha parte objetaba a los fines de la procedencia de la devolución pretendida, era que no se había tenido por verificado el primer recaudo legal requerido por la norma, que es precisamente la real existencia de las operaciones generadoras del crédito fiscal en cuestión; extremo que se encuentra controvertido y no ha sido debidamente acreditado.

Así, en relación a lo manifestado por el sentenciante en lo atinente a la valoración de la prueba aportada por la parte actora, señala que las afirmaciones efectuadas por el a-quo carecen de sustento, en cuanto a que aquella retuvo el I.V.A., ya que, de los antecedentes y de la propia pericia surge que los proveedores cuyas presuntas operaciones con la actora se encuentran cuestionadas, poseían certificados de no retención, por lo que no hubo ninguna retención del impuesto, retención cuya existencia por otra parte tampoco surge de ningún punto de la pericia, ni del expediente judicial y/o administrativo.

Por todo ello, señala que la pericia al haberse basado en documentación cuestionada no estuvo orientada a desvirtuar dichas impugnaciones, sino que se limita a insistir sobre aquellas constancias y su registración; en consecuencia, nada aporta a la causa, porque lo que debe acreditarse es la efectiva realización de las operaciones con los proveedores, habida cuenta que su parte había impugnado su veracidad.

Insiste en sus agravios, que su parte no ha cuestionado las formalidades de las operaciones, sino la realidad de las mismas, al haberse detectado maniobras con empresas mellizas de empresas existentes, como Cosechar en Argentina S.A. y Agropiro S.A., proveedores personas físicas con documentos adulterados y cuentas bancarias abiertas a su nombre no reconocidas, por supuestos proveedores que desconocen haber efectuado las operaciones impugnadas.

En relación a la pericia, manifiesta que en el pto. 2 de dicho informe, donde el experto dijo que la actora había cumplido con los requisitos dispuestos por la Res. 129/98 para las operaciones de compra venta de cereales, omitió mencionar las disposiciones contenidas en el Tít. III de dicha resolución general, referidas al régimen especial de pago del I.V.A. facturado, que determina la obligación de cancelar el monto del impuesto liquidado en la factura, mediante la emisión de cheque –por la diferencia resultante entre el monto del impuesto liquidado y el importe de la retención practicada– extendido a la orden del proveedor, cruzado y con la cláusula “no a la orden”, consignándose en el anverso del mismo la leyenda “para acreditar en cuenta”, conforme lo dispuesto en el art. 46 y concordantes de la Ley 24.452.

Asimismo, señala que el pto. 6 fue evacuado compulsando únicamente los registros de la actora y la documental aportada por ella y el resultado que vuelca en el anexo 2, solo demuestra que verificó la registración del pago con cheque, pero no, si los mismos fueron librados en la forma exigida por el Tít. III de la Res. Gral. 127 (a la orden del proveedor, cruzada y con la cláusula “no a la orden”, consignándose en el anverso del mismo la leyenda “para acreditar en cuenta”).

Por último, en relación al pto. 8 de la pericia, señala que dicha respuesta fue expresamente impugnada por el recurrente.

Agrega, que los verdaderos proveedores cuya supuesta facturación fue invocada por la parte actora, tenían exención de retención del I.V.A., no existió retención del impuesto, por lo tanto al no ser retenido por la actora, ni ser reconocida la operación por los proveedores, el impuesto nunca ingresó al Fisco, de allí también surge la improcedencia de una devolución de sumas que nunca fueron percibidas.

Con relación a el precedente invocado por el a-quo, considera que existe jurisprudencia más reciente y aplicable al caso, en sentido contrario a la solución volcada en el fallo.

Sin perjuicio de todo ello, efectúa una enumeración de las irregularidades detectadas, en las que se basan los cuestionamientos a las operaciones:

– Con relación a el proveedor Hernán Griotti, señala que constituida la inspección en su domicilio fiscal, se le solicitó el aporte de la documentación relacionada con las ventas de cereal a la parte actora, ante lo cual el mismo manifestó desconocer las supuestas operaciones, señalando que nunca efectuó ventas a la firma Cargill y que su actividad es la explotación de un tambo y la agricultura, la que lleva a cabo para consumo propio y no para comercializar.

– Respecto del proveedor Juan Graziano se detectó que la firma explotó en el año 1998 un total de trescientas sesenta hectáreas; que en forma habitual opera con otras firmas, que de la documentación analizada y declaraciones del contribuyente resulta que el mismo nunca efectuó operaciones vinculadas directamente con exportadores y por cierto tampoco con Cargill S.A., además el requerido agregó que no había comercializado con cereales entre octubre de 1998 a febrero de 1999.

– Con relación al proveedor Hugo Cattáneo manifestó que se constató que su actividad principal es la de cultivo de arroz y la secundaria la cría de ganado bovino, manifestando que durante el año 1998 y 1999 no había efectuado operaciones con Cargill y que no ha tenido relación con dicha firma. Además relató que en la ciudad de Rosario se había presentado una persona en la bolsa de cereales manifestando que su documento y su número de C.U.I.T. habían sido utilizados por otra persona, acontecimiento que fue notificado a la Dirección de Auditoria y que generó la apertura de una causa penal.

– Respecto del proveedor Eduardo Casabal, señala que el mismo tiene declarada como actividad principal la producción de leche y tambo y corno secundaria cría de ganado bovino, cultivo de cítricos, cultivo de cereales y servicios de consultoría. Las facturas que verificó la apelante no correspondían a operaciones realizadas por este proveedor.

– Con relación a el proveedor “Cosechar en Argentina S.A.”, manifiesta que con fecha 2 de julio de 1999 la División de Asignamiento y Seguimiento de la Región Devolución a Exportadores emitió un informe final y listado de facturas seleccionadas en el cual surge que de un total de ciento noventa y cinco facturas a verificar, ciento ochenta y seis son de “Cosechar en Argentina S.A.” –“falsa”– a las que se le asignó el código 3, (el comprobante informado por el exportador no se localizó como emitido por el proveedor), mientras que ocho facturas fueron reconocidas por la real “Cosechar en Argentina S.A.”

Por último, vuelve a insistir en el precedente previamente citado de la Sala II de esta Cámara, y luego de instar sobre determinados principios procesales, concluye en que ni la parte actora, ni el a-quo brindaron argumentos sólidos que permitiesen revocar el acto administrativo cuestionado y que las actuaciones fueron tramitadas en un todo de acuerdo a la normativa, doctrina y jurisprudencia vigente, por lo que corresponde el rechazo de la acción, con costas.

IV. Que, la parte actora inició la presente acción con el fin de que se le restituya el impuesto al valor agregado abonado por adquisición de granos que destina a operaciones de exportación, reintegro que le fuera denegado por intermedio de la Res. 187/00 y por el monto de pesos un millón trescientos nueve mil doscientos veintisiete con setenta y tres centavos ($ 1.309.227,73) –ver fs. 3 y vta.–, mantenida en la sede fiscal por la Res. 223/02.

V. Que, cabe señalar que en el caso de compras masivas de granos con destino a la exportación por intermedio de corredores e intermediarios, para hacer efectiva la exención prevista en el art. 8, inc. d), de la Ley de Impuesto al Valor Agregado respecto de las exportaciones, y obtener directamente del Fisco el reintegro del crédito fiscal pagado a los proveedores en los términos previstos en el art. 43 de esa norma, corresponde extremar el examen de la existencia y legitimidad de los créditos cuya devolución se solicita. Ello es así porque la modalidad particular de adquisición y el señalado carácter masivo de las operaciones facilitan y, en definitiva, permiten la utilización indebida por parte de terceros de los nombres, la razón social, y los números de inscripción de productores y vendedores reales; y la realización de maniobras tendientes a obtener el reintegro de importes facturados a nombre de personas que no han tenido parte alguna en la producción y venta de esa clase de mercadería. Por tal motivo, y tal como ha decidido, entre otras, la Sala II de esta Cámara en las causas “Productos Sudamericanos S.A. c/A.F.I.P.-D.G.I. Res. 278/02 s/D.G.I.”, del 13 de noviembre de 2007, y en la causa “Calimboy S.A. c/EN A.F.I.P.-D.G.I. Res. 8/05, 9/05, 10/05 s/D.G.I.”, del 6 de setiembre de 2009, y sus citas, en los casos en que la investigación y fiscalización pudo localizar a los proveedores y éstos desconocieron las facturas, se consideró debidamente impugnada la documental, con los consiguientes efectos en cuanto a la distribución de la carga de la prueba (cfr. además, Sala II, causa “Louis Dreyfous y Cía. Ltda. c/EN A.F.I.P.-D.G.I. Res. 267/05 (GC)”, del 30 de marzo de 2010, y las causas ya referidas, en todas las cuales aparecen algunos de los corredores y proveedores mencionados en la presente (conf. Sala V in re.: “Oleaginosa Moreno Hermanos S.A.C.I.F.I. y A. c/EN A.F.I.P.-D.G.I.”, Sentencia de fecha 20/5/10).

A ello cabe agregar, que esta Cámara ha establecido in re “La Blanquita”, que para que se pueda reconocer al contribuyente el crédito fiscal, éste debe probar, entre otras cosas, la real existencia de las compras efectuadas, con sus correspondientes facturas en donde se encuentra el impuesto discriminado. A su vez, para que el contribuyente pueda computarse este crédito fiscal, necesariamente tiene que haber existido la generación de un débito fiscal en la etapa anterior por esa operación al vendedor, locador o prestador, pues se supone que el contribuyente puede computarse el crédito fiscal al tener por abonado el I.V.A. en la etapa anterior (Sala V, in re.: “La Blanquita S.A. (T.F. 18807-1) c/D.G.I.”, Sentencia de fecha 1 de diciembre de 2004).

VI. Que, en atención al planteo de la cuestión de fondo, corresponde efectuar las siguientes precisiones:

– Con fecha 28 de abril de 2000 el jefe de la División Devoluciones y Recupero de Impuestos N° 2 de la Dirección de Grandes Contribuyentes por intermedio de la Res. 187/00 resolvió desestimar en forma parcial a las solicitudes de devolución del impuesto al valor agregado vinculado a operaciones de exportación de los meses detallados en dicha resolución, interpuestas por la firma Cargill S.A. por la suma de pesos un millón quinientos cuarenta y seis mil ochocientos sesenta y dos con setenta y cinco ($ 1.546.862,75) –ver copia simple obrante a fs. 166/168 y vta. de las actuaciones administrativas anexas–.

– Por intermedio de la Res. 223/02 el jefe del Departamento Técnico Legal Grandes Contribuyentes, al momento de resolver la impugnación efectuada por la parte actora, decidió, –en lo que aquí interesa–, hacer lugar parcialmente al recurso de impugnación interpuesto por el actor respecto de los contribuyentes Cosechar en Argentina S.A. y Agropiro S.A., rechazándolo en lo referente a los proveedores Casabal Eduardo, Graziano Juan, Cattaneo Hugo y Griotti Hernán, en virtud de los motivos expuestos en el informe de la División Fiscalización Externa IV (ver copia simple obrante a fs. 43/49 y actuaciones administrativas Anexo A fs. 125/142).

– De dicho informe de fiscalización surge:

• Respecto de Hernán Griotti:

a) Que el Sr. Griotti nunca efectuó operaciones con la parte actora; afirmación que se confirma al observar el Acta 010 N° 005179 y la declaración testimonial del Sr. Griotti (ver fs. 241 y 244 y vta. del Expte. penal 11.091 acompañado en Autos).

b) Los datos consignados en la copia del documento presentado por la parte actora del Sr. Griotti no son verdaderos; circunstancia que se avala con la nota remitida por la Bolsa de Comercio de Rosario, obrante a f. 279 del Expte. penal arriba enunciado.

• Respecto del proveedor Juan Angel Graziano:

a) Que el Sr. Graziano nunca efectuó operaciones con la parte actora; afirmación que avala con el Acta 015 N° 003579 y la declaración testimonial del Sr. Graziano (ver f. 255 y vta. del Expte. penal 11.091 acompañado en Autos). Además agregó que desconocía al presunto intermediario, el corredor Héctor Celso Calza.

b) Los datos consignados en la copia del documento presentado por la parte actora del Sr. Graziano no son verdaderos; circunstancia que se avala con la nota remitida por la Bolsa de Comercio de Rosario, y por el Acta 015 N° 003580 obrante a fs. 256 y 279 del expediente penal arriba enunciado).

• Respecto del proveedor Hugo Cattáneo:

a) Que el Sr. Cattáneo no había efectuado operaciones con la parte actora.

b) Que los datos consignados en el documento aportado por la parte actora no eran verdaderos, circunstancia que avala con la nota remitida por la Bolsa de Comercio de Rosario de fecha 9 de abril de 1999 (ver fs. 281/282 del Expte. penal 11.091).

• Respecto del proveedor Eduardo Casabal:

a) Que el Sr. Casabal había operado con el actor, pero con anterioridad al año 1998; asimismo agregó que desconocía a los corredores Calza y Cazzañiga; afirmación que se confirma con observar la testimonial brindada por el Sr. Casabal y María de los Angeles –contadora del Sr. Casabal– declaración esta última en la cual la profesional manifestó que el Sr. Casabal no había operado nunca con los intermediaros Calza y Cazzañiga (ver fs. 212 y 249/250 del expediente penal arriba enunciado).

b) Las cuentas bancarias identificadas por la división de fiscalización de titularidad del Sr. Casabal Eduardo, fueron desconocidas por el mismo.

c) Que los datos consignados en el documento aportado por la parte actora no eran verdaderos; circunstancia que avala con la presentación de la nota emitida por la Bolsa de Comercio de Rosario, de fecha 30 de marzo de 1999 (ver fs. 277/278 de las actuaciones penales arriba identificadas).

• Respecto de la firma Agropiro:

En primer lugar, se informa que de conformidad con las pruebas obtenidas de la investigación administrativa, la firma Cargill operó con empresas “mellizas”.

a) A tales fines, enunció las diferencias existentes entre la real “Agropiro S.A.” y la “melliza” “Agropiro S.A.”:

– Los números de C.U.I.T. son diferentes.

– El domicilio fiscal entre una y otro no coincide.

– Los datos del estatuto constitutivo difieren entre uno y otro.

– Asimismo los datos referentes a los escribanos intervinientes, las autoridades de la sociedad, bolsas de comercio y destino de los fondos también difieren unos de otros.

b) Respecto de los intermediarios, se informó que la firma “Agropiro S.A.” (original) manifestó que había operado solamente con el corredor Mercaver S.A., desconociendo toda operación realizada con los intermediarios Poggio Cereales S.R.L. y Bantle Culasso S.A.

c) Destacó también que la bolsa de Rosario había informado irregularidades detectadas ante la presentación de un nuevo legajo a nombre de “Agropiro S.A.” en la bolsa de comercio de Buenos Aires, y que en su nota confirmaba la autenticidad de la documentación presentada en Buenos Aires respecto de la firma “Agropiro S.A.” (original) –ver copia simple obrante a fs. 126/128 de los antecedentes administrativos “A”–.

d) Agrega que la firma “Agropiro S.A.” (original) hizo entrega de la copia del Acta 60 del 14/4/00 en la cual los integrantes del directorio dejaron constancia que la verdadera “Agropiro S.A.” no había suscripto los contratos apócrifos según la documentación que consta en la bolsa de comercio de Rosario.

e) Respecto de la información bancaria que figura en el informe de fiscalización, surge que la Sra. Viviana Gallino, en su carácter de autorizada, hizo entrega de fotocopias de las boletas de depósito mediante las cuales fueron depositados los cheques librados por Cargill S.A.Cel a favor de “Agropiro .S.A.” por las únicas operaciones que dicha empresa reconoce haber efectuado con la firma en cuestión, y de los resúmenes bancarios en los que consta la acreditación con los importes en la Cuenta corriente 11701/6 del Banco Provincia de Buenos Aires. Agrega también, que las autoridades de la empresa, desconocen la Cuenta corriente 43.131/6 del Banco Bisel sucursal de Rosario (ver fs. 126/128 de las actuaciones administrativas “A”).

• Respecto de Cosechar en Argentina S.A.:

Surge del informe –al igual que en el caso de Agropiro S.A.–, que la firma Cargill S.A.Cel había operado con empresas “mellizas”.

a) En base a dicha premisa identificó cuales eran las diferencias que existían entre la verdadera “Cosechar Argentina S.A.” y la “melliza” “Cosechar en Argentina S.A.”:

– diferentes domicilios, puesto que se encuentra individualizado el domicilio fiscal de la verdadera empresa "Cosechar en Argentina S.A.", pero de la firma hipotética no surge ninguno;

– los domicilios de la factura son diferentes;

– los datos del estatuto constitutivo también difieren; y

– los nombres de las autoridades de las empresas, de los intermediarios, de los pagos, de las bolsas intervinientes y del destino de los fondos tampoco resultan coincidentes.

b) De dicho informe surge también que en el marco de una investigación en relación a otra firma, oportunamente se constató que:

– La Escritura 281, Folio 846 (“Cosechar en Argentina S.A.” –“melliza”–) nunca pudo ser localizada en el protocolo correspondiente al escribano que dicha “empresa” había denunciado (Sr. Ervitti).

c) Asimismo, respecto de los intermediarios se informó que la firma “Cosechar en Argentina S.A.” había manifestado que solo operaba con el corredor Ibarbia y Mignaquy Cereales S.A.; aseveración que surge de la nota obrarte a fs. 288/290 del Expte. penal 11.991/01 (ver fs. 128/131 de las actuaciones administrativas “A”).

• Como conclusión de las investigaciones efectuadas en sede administrativa respecto de las dos empresas “mellizas”, la división de fiscalización puntualizó lo siguiente:

– El domicilio declarado en la Escritura 339 (de “Agropiro S.A.” –“melliza”–) es en la calle Corrientes 3873.

El domicilio declarado en la Escritura 281 (de “Cosechar en Argentina S.A.” –“original”–) es en la calle Corrientes 456. En el F.C.N.01 Convenio Multilateral figura como domicilio principal de actividades Corrientes 3873 coincidente con el domicilio legal declarado por “Agropiro S.A.” –“original”– en la Escritura 339.

– En ambos casos la intervención notarial es la del mismo escribano: Sr. Ruben Oscar Ervitti (ver f. 131 de las actuaciones administrativas “A”).

VI. Que, para principiar cabe señalar que conforme surge de los presentes Autos, la veracidad de las operaciones que se pretenden acreditar mediante la documental y registros contables –aportados por la firma “Cargill”–, conforman pues la materia controvertida. La cuestión es la atinente a la real existencia de las compras y, en su caso a la autenticidad de las empresas a quienes se les atribuye la venta de granos.

Desde esta perspectiva, corresponde mencionar que el único elemento de prueba que se ha acompañado durante el trámite de las presentes actuaciones, es la prueba pericial contable obrante a fs. 137/203.

Al respecto debe tenerse en cuenta, las siguientes consideraciones:

– De conformidad con el art. 377 del C.P.C.C., incumbe la carga de la prueba a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídico que el juez o el tribunal no tenga el deber de conocer.

Asimismo, dicho precepto establece que cada una de las partes deberá probar el presupuesto de hecho de la norma o normas que invocare como fundamento de su pretensión, defensa o excepción.

Respecto de ello, cabe agregar que la Corte Suprema de Justicia, en juicios como el presente, ha reconocido que las exigencias derivadas del art. 377 del Código Procesal Civil y Comercial deben ser interpretadas en armonía con la presunción de legitimidad del acto administrativo, a fin de que el Estado no termine obligado a demostrar en cada caso la veracidad de los hechos en los que se asienta, cuando, por el contrario, es el interesado el que debe alegar y probar su nulidad en juicio (fallos 218:312; 294:69 y 328:53 “Romero S.A.” del 8 de febrero de 2005, dictamen del procurador general al que adhirió la Corte Suprema) –conf. esta Sala in re.: “Agropecuaria Laishi S.A. (T.F. 26405-1) c/D.G.I.”, Sentencia de fecha 15 de abril de 2010–.

Y, en este mismo orden de ideas, resulta oportuno mencionar que el magistrado debe apreciar la prueba de conformidad con las reglas de la sana crítica (art. 386 del C.P.C.C.) con un criterio lógico, valorando sólo aquella que considere conducente e inequívoca para arribar a la decisión definitiva, máxime si existe una notoria contradicción de los hechos esgrimidos por las partes (conf. in re.: Sala II –con diferente integración– “Miguel Alfredo c/EN s/retiro policial”, Sentencia del 14 de setiembre de 2003).

Asimismo, debe tenerse en cuenta que en el juicio contencioso administrativo la actora debe alegar y acreditar la invalidez de los fundamentos de la resolución administrativa (arg. art. 12, Ley 19.549) –conf. in re.: Sala III “Polledo S.A.I.C.F. y otras c/Estado nacional –CONICET–“, Sentencia del 27 de junio de 1989–.

VII. Que, ahora bien, de la pericia obrante a fs. 137/ 203, básicamente surge que:

– el actor llevaba los libros contables en legal forma;

– afirma que la parte actora dio cumplimiento con los requisitos dispuestos por la Res. 129/98;

– que poseía las cartas de porte, romaneos de descarga, comprobantes de ingreso a planta de cereal comprados a los productores; y 

– concluye, en virtud de las facturas acompañadas por la parte actora cual es la suma debida respecto de cada proveedor 

Al respecto debe señalarse que dicho informe fue objeto de impugnación por la parte demandada a fs. 207/208, planteando básicamente que la misma se había efectuado sobre la documental aportada únicamente por la parte actora y que los puntos evaluados por el experto no hacían a la cuestión de fondo planteada en la presente acción, sino a requisitos formales.

VIII. Que, en atención a lo expuesto en los considerandos precedentes, cabe afirmar que la parte actora no ha logrado rebatir aquellos fundamentos por los cuales, la autoridad administrativa resolvió denegarle su pedido de devolución del I.V.A. abonado en operaciones de compras de bienes destinados a la exportación.

Es decir, conforme surge de lo expuesto en el Considerando VI la autoridad administrativa manifestó sus impugnaciones respecto de los proveedores aludidos por la parte actora y, avaló sus dichos con documental (informes de inspección oportunamente citados) y observaciones que la parte actora no ha logrado rebatir en sede administrativa como así tampoco lo ha hecho a lo largo del proceso de estas actuaciones judiciales, puesto que si bien, la pericia contable obrante a fs. 137/203, se pronuncia acerca de la regularidad de los asientos y contabilización de facturas, en ningún momento ha desvirtuado las investigaciones efectuadas por el órgano administrativo, referidas a la real existencia de las operaciones extremo ciertamente ajeno al objeto pericial.

En este orden cabe señalar que, la circunstancia de que los libros se hubiesen llevado en legal forma y que las operaciones se encuentren registradas en la contabilidad de la parte actora –corno surgiría de la pericial contable–, de modo alguno implica que las operaciones resulten reales, pues dicho registro debe ser corroborado por la verdad de los hechos.

Asimismo, no resulta menor destacar que a raíz de las conductas que había observado el órgano administrativo, fiscales de la Unidad Fiscal de Investigación de Delitos Tributarios y Contrabando (UFITCO) de la Dirección General Impositiva formularon una denuncia penal por evasión por la suma de pesos un millón doce mil ochocientos sesenta con nueve centavos ($ 1.012.860,09) contra quienes resulten penalmente responsables en su carácter de autores, coautores, cómplices y/o encubridores de los delitos previstos y reprimidos por el art. 292 del Código Penal y el art. 3 de la Ley 24.769, con fundamento en que, en oportunidad de una fiscalización efectuada a la firma Cargill S.A.C.E.I. se había determinado la existencia de operaciones irregulares que “prima facie” tuvieron dos finalidades delictivas en el ámbito tributario, bien claras: 1) la obtención fraudulenta de exclusiones del régimen de retención de I.V.A.; y 2) la obtención fraudulenta de reintegros de tributos ilegítimos por parte de la firma Cargill S.A.C.E.I. (ver f. 1 y vta. del Expte. penal 11.991/01 caratulado “Cargill S.A.C.E.I.” por infracción Ley 24.769).

A más de ello, conforme surge de la causa arriba aludida, la justicia penal de Rosario resolvió ordenar el procesamiento y prisión preventiva del Sr. Héctor Calza (que figura como intermediario en varias de las operaciones de algunos proveedores aquí cuestionados) en su carácter de partícipe primario en la comisión de los delitos previstos y penados en el arts. 2, inc. a), 1 de la Ley 24.769 y 292, primer y segundo párrafo del Código Pena, y dispuso también trabar embargo sobre los bienes del mismo.

En la misma resolución, cuya copia se encuentra agregada en el Expte. penal 11.991/01, el Sr. juez federal subrogante de la ciudad de Rosario, afirmó “... se encuentra suficientemente comprobado que los formularios F. 576 y los D.N.I. a nombre de Casabal, Graziano y Cattáneo fueron falsificados, conforme los elementos mencionado en el apartado que antecede, entre los que cabe destacar la afirmación de Casabal en cuanto a que su documento de identidad es Libreta de Enrolamiento y no D.N.I. y que los mismos fueron utilizados a los fines de perpetrar la maniobra evasiva para inducir a error a los intervinientes en las operaciones ...” (ver fs. 611/628 del Expte. penal 41.991/01).

IX. Que, debe quedar absolutamente claro, que, el ente recaudador se ocupó –en forma puntual y especifica–, de enunciar y demostrar aquellos extremos que tornan carentes de credibilidad a las operaciones invocadas, y avalan el carácter apócrifo atribuido a la facturación emitida, extremos que, por lo demás, no han sido desvirtuados por la parte actora quien no aporto elementos de prueba suficientes para controvertir los reunidos por el fisco en la etapa administrativa.

En tales condiciones, resulta aplicable la interpretación que sostiene que la simple aportación de facturas y el mero cumplimiento de los requisitos exigidos por las resoluciones aplicables, no resultan suficientes para que se proceda, sin más, a la devolución del crédito fiscal abonado en etapas anteriores, sino que para ello –y en vista de las singulares circunstancias configuradas respecto del mencionado proveedor, que permiten dudar seria y fundadamente acerca de la veracidad de las transacciones que se le atribuyen–, debe exigirse además, que dicho crédito se encuentre avalado por la existencia real y comprobable de las operaciones efectuadas (conf. C.N.Cont. Adm., Sala IV, fallo del 11 de diciembre de 2007, “Matarasso Export S.R.L.” cit.) (esta Sala in re.: “All Food S.A. c/EN A.F.I.P.-D.G.I. Res. 12/05 y 97/4 (RREX) s/Dirección General Impositiva”, Sentencia de fecha 18 de mayo de 2010), extremo que según resulta de los desarrollos que anteceden, no se encuentra cumplido.

X. Que, en cuanto a la asignación de las costas, no vislumbro razones para apartarme del principio objetivo de la derrota, por lo que corresponde que las mismas sean impuestas a la vencida (art. 68 del C.P.C.C.).

XI. Que, en virtud de las consideraciones expuestas voto por: 

Revocar la sentencia apelada, y en consecuencia, desestimar la acción interpuesta por la parte actora, con costas –de ambas instancias– a la vencida (art. 68 del C.P.C.C.).

Los Dres. Sergio Gustavo Fernández y Jorge Eduardo Morán se adhirieron al voto precedente.

En virtud del resultado que instruye el acuerdo que antecede,

ESTE TRIBUNAL,
RESUELVE:

1. Revocar la sentencia apelada, y en consecuencia, desestimar la acción interpuesta por la parte actora.

2. Imponer las costas -de ambas instancias- a la vencida.

Se deja constancia que suscriben la presente los Dres. Sergio Fernández y Luís María Márquez, en virtud de lo dispuesto en la Acordada 21/09 de esta Cámara.

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Jorge Eduardo Morán; Luis María Márquez; Sergio Gustavo Fernández

